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Introducción
El fomento del desarrollo económico es una de las estrategias establecidas 
en el marco de derecho para lograr cumplir los objetivos del Estado. En 
tal contexto, constantemente se están diseñando y formulando políticas 
públicas encaminadas a dinamizar la actividad económica del país. 
Hay diversos instrumentos para fomentar el desarrollo económico: el otor-
gamiento de incentivos a la inversión: facilidades migratorias, acceso fácil 
a servicios, trámites y conectividad, exenciones tributarias, entre otros. 
Estos beneficios son, en muchos casos, fundamentales para el despegue 
de nuevos sectores productivos y el Estado tiene un importante papel en 
este acompañamiento, lo que va a tono con su misión principal, pero esta 
asistencia debe ser en forma subsidiaria y parcial, pues las empresas de-
ben tener la capacidad suficiente para ser competitivas por sí mismas. Las 
exenciones tributarias, en particular, deben ser temporales y decrecientes. 
Es de recalcar que la temporalidad debe ser corta, en línea con la proyec-
ción de consolidación financiera de la empresa. 
El Salvador es un país que ha ensayado diversos modelos de fomento a 
la actividad económica: subsidios a las exportaciones, programa de zonas 
francas, facilidad de trámites, etc. Desde hace más de 40 años, se viene 
fomentando el sector exportador y bajo está dinámica, en 2018, se ha pre-
sentado una nueva propuesta de instrumento de apoyo: la Ley de Zonas 
Económicas Especiales (LZEE), disposición que pretende convertir el 41% 
del territorio de la zona oriental en una zona empresarial con vocación 
exportadora. Este modelo ha sido aplicado en muchos países, pero no en 
todos ha sido exitoso, pues el éxito depende de la combinación de una 
serie de factores, endógenos y exógenos de cada país.
La principal misión del Estado es proveer bienestar 
a la población y en dicho afán, es menester de los 
gobernantes tomar las decisiones necesarias para 









































En este sentido, este estudio se orienta al análisis del proyecto de ley. En 
primer lugar, en su ámbito técnico, revisando los objetivos de la ley, figuras 
jurídicas utilizadas o que se crean, la institucionalidad, etc. Pero el énfasis 
del trabajo está en el análisis de su factibilidad y viabilidad económica, así 
como en sus efectos, tanto económicos como tributarios. Éstos últimos 
con la finalidad de orientar a una evaluación de la efectividad de los incen-
tivos fiscales a otorgar.
Se inicia haciendo un breve acercamiento a las ZEE, su origen y evolución 
en el mundo. Luego se revisan los antecedentes de las zonas francas en El 
Salvador, sus etapas y desempeño. Se aborda después el contexto econó-
mico y político en el que se presenta el proyecto de LZEE, para después 
hacer el análisis de los impactos económicos y tributarios. Se finaliza con 
algunas reflexiones y conclusiones sobre la necesidad de emprender polí-
ticas públicas que conduzcan a que el país alcance mayores tasas de creci-









¿Qué son las Zonas 
Económicas Especiales 
(ZEE)?
En el primer caso se encuentra la concepción del Banco Mundial:
Hay una extensa literatura que aborda el tema 
de las ZEE, a raíz de lo cual surgen diversas 
definiciones, unas basadas en sus características y 










































“Áreas geográficas delimitadas y con frecuencia aseguradas física-
mente, por lo general, fuera del territorio aduanero del país de aco-
gida; con presencia desde pequeñas empresas hasta grandes compa-
ñías que gozan de beneficios como exenciones tributarias. Las zonas 
económicas especiales son una unidad administrativa ya sea pública 
o privada”
(Creskoff y Walkenhorts, 2009, citados en Arias, 2016). 
El segundo enfoque concibe las ZEE como
“Una región geográfica, establecida por el gobierno para promover 
crecimiento y desarrollo económico”. En la misma línea, Tuz (2011, ci-
tado en Arias, 2016) define que “La ZEE se constituye en un espacio del 
territorio nacional delimitado por el Estado, en el que, con inversión 
pública y/o privada, se impulsa el desarrollo de actividades ligadas 
a la transferencia de tecnología, innovación, provisión de servicios 
logísticos especializados y transformación industrial, a través del es-
tablecimiento de incentivos especializados condicionados a cumpli-
miento de objetivos específicos de inversiones nuevas, orientados a la 



























Estas definiciones han dado lugar a por lo menos seis tipos de ZEE (Arteaga 
y Otros, 2016; World Bank, 2008):
1 Zonas francas comerciales (hasta 50 hectáreas): áreas delimitadas, 
ofrece almacenamiento y depósito de bienes, así como servicios de 
logística. Por lo general no permiten la transformación, solo comer-
cialización. Ej.: ZF de España, Colón (Panamá).
2 Zonas francas industriales (hasta 100 hectáreas): están destinadas a la 
fabricación para una posterior exportación. Algunas también permi-
ten el comercio con el territorio aduanero. Ej. ZF en Centroamérica
3 Puertos libres (más de 100 Km2): áreas más extensas. Permiten cual-
quier tipo de actividades, incluyendo turismo y ventas al detalle. Per-
miten la residencia de personas en su interior y proporcionan un ma-
yor número de incentivos y beneficios. Ej.: puertos en China
4 Zonas de empresas (hasta 50 hectáreas): destinadas a revitalizar zo-
nas urbanas o rurales deprimidas, con incentivos fiscales y subvencio-
nes financieras. Algunas se ubican en Estados Unidos, Francia y Reino 
Unido.
5 Fábricas individuales destinadas a la exportación: ofrecen incentivos 
a empresas independientemente de su ubicación. Esta figura se ha 
dado en Madagascar, Sri Lanka, México, Centroamérica, Estados Uni-
dos. Los DPA de El Salvador entran en esta categoría.
6 Zonas especializadas: áreas establecidas con un propósito especial o 
específico. Ej.: parques científicos o tecnológicos, zonas petroquími-
cas, zonas de juegos, áreas financieras, etc.
Otros autores identifican más modalidades, como Zhihua (2011, citado en 
Arias, 2016) que apunta que de acuerdo al Comité de Zonas Francas de las 








































Antecedentes de las 
ZEE en el mundo
Y es que en los primeros 1,800 años de nuestra era los estados o regiones 
crecieron casi todos a la misma tasa y la renta per cápita global promedia-
ba US$780 y no fue sino a partir de 1820, que las distintas regiones co-
menzaron a crecer a tasas diferentes, unas más altas que otras, llegando a 
configurarse el mundo de economías desarrolladas y menos desarrolladas 
que existe hoy en día (Madisson, 2004). En el largo recorrido de la segunda 
etapa acotada, los países, organismos internacionales y la academia han 
formulado cualquier cantidad de estrategias para lograr el desarrollo: algu-
nas han sido exitosas, otras no.
En esta lógica nacen las zonas Económicas Especiales (ZEE), cuyo origen se 
sitúa en 1958, en el aeropuerto de Shannon, Irlanda.1 Dicha zona ofrecía a 
los inversionistas acceso seguro al mercado europeo, atractivos beneficios 
fiscales, arrendamiento y servicios subsidiados, entrenamiento especializa-
do e instalación de centros de desarrollo de personal, entre otros beneficios 
(World Bank, 2008). A 2017, más de 100 empresas de tecnología, farmacéu-
ticas, equipo médico, metalúrgicas, servicios financieros, logística, manteni-
miento de aeronaves, etc. Sin embargo, a pesar del gran número de empre-
sas, debido a su naturaleza de capital-intensivas, solo laboran en ella 7,000 
empleados. Debido a la expansión de la economía irlandesa, el aporte de 
Shannon es de apenas el 3% de las exportaciones totales, pero lo destacable 
es el haber sentado las bases para el desarrollo económico de una región 
utilizada anteriormente solo como una estación de tránsito aéreo.
Después del éxito de Shannon/Irlanda, para antes de los 80s, el modelo se 
había replicado en muchos países de todo el mundo, incluyendo los países 
nórdicos, Alemania, Reino Unido, Italia, Estados Unidos, algunos países de 
América Latina, África y Asia. Luego, en los últimos 40 años, se han funda-
do y operan ZEE en todo el mundo.2 
El desarrollo económico ha sido uno de los mayores 
desafíos de la sociedad desde la conformación del 
Estado moderno a finales del siglo XVIII. 
2
1.  En Irlanda nace la primera ZEE moderna, pero de acuerdo al World Bank (2008), ya en 1704 Gibral-
tar operaba como una “ciudad libre”, modelo que también adoptó Singapur en 1819, Hong Kong 
(1818), Hamburgo (1888) y Copenhague (1891). Dichas zonas fueron concebidas para fortalecer el 
comercio entre puertos y estaban ubicadas en puntos estratégicos de las rutas comerciales.






















La importancia de las ZEE en la economía global es considerable. De acuer-
do a The Economist (Citado en Arteaga y Otros, 2016), en 2014, habían más 
de 4,300 ZEE en 120 países, luego de ser solamente 79 en 1975. En ellas, en 
2007, se generaban alrededor de 68 millones de empleos, aunque el 90% 
se encontraban en Asia. En el ámbito de la actividad productiva, en 2007, 
las ZEE exportaron más de US$850,000 millones a nivel mundial, significan-
do el 41% de las exportaciones totales.
Destaca el caso de China, que luego de ser uno de los países más pobres 
del mundo, al cabo de 35 años se ha convertido en una potencia econó-
mica que le disputa la supremacía mundial a Estados Unidos y Rusia. Todo 
comenzó como un objetivo de Estado en la década de los 70s. El presidente 
Deng Xiaoping se propuso tres metas muy ambiciosas, que a 2017 han sido 
ampliamente superadas:
 Cuadruplicar el Producto Nacional Bruto (PNB) hacia el año 2000
 Elevar el PNB per cápita al nivel de los países medianamente desarrolla-
dos a mediados del siglo XXI (US$309 en 1980)
 Mejorar las condiciones de vida de la población en general.
Se diseñaron dos estrategias para alcanzar dichas metas: la primera fue 
la creación de ZEE destinadas a la exportación, que fueron la entrada al 
capitalismo, para lo cual se comenzó un proceso de reformas en la agri-
cultura, industria, sector militar y el sector de ciencia y tecnología. La se-
gunda estrategia paralela fue la del desarrollo nacional planificado. En este 
esfuerzo, el gobierno jugó un papel crucial, al combinar “un país con dos 
sistemas”, aunque en la actualidad todo apunta al capitalismo (Furlong y 
Otros, 2016).
Las primeras cuatro ZEE se establecieron en Xiamen, Shantou, Shenzhen y 
Zuhai. De acuerdo a Arias (2016), destaca el caso de Shenzhen como el más 
exitoso, ya que entre los años 1980 y 2010, esta ciudad pasó de 30,000 a 
10.5 millones de habitantes y en la actualidad es el principal centro pro-
ductivo y comercial del país, así como el mayor receptor de Inversión Ex-
tranjera Directa (IED).
De acuerdo a González y Meza (2009) y Li Hao (1996), citados en Arias 
(2016), el éxito de Shenzhen como ZEE radica en una serie de factores 
como: una política de puertas abiertas por parte del gobierno y su recon-
versión a ZEE, su posición geográfica, el papel del gobierno local como pro-
motor del crecimiento y desarrollo económico, infraestructura portuaria y 
urbana, facilidades migratorias, exención de impuestos, regulación para la 
planificación del uso de la tierra, innovación y flexibilidad en el mercadeo 
de productos, libre movilidad con ciudades aledañas de interés; autonomía 
económica y política; desarrollo de infraestructura financiera y desarrollo 









































Dicho éxito se replicó en otras ciudades y zonas costeras de China, alcan-
zando 187 ZEE en 2008, entre las que se incluían: 14 ciudades costeras 
abiertas, 15 zonas francas comerciales, 17 zonas francas industriales, 54 
zonas de desarrollo económico y tecnológico, 53 zonas de desarrollo de 
alta tecnología, 15 áreas cooperativas económicas fronterizas, entre otras. 
En términos agregados, estas ZEE generaban en 2008, más de 50 millones 
de empleos (World Bank, 2008).
Pero también otros países de Asia, Europa y América Latina fundaron una 
gran cantidad de ZEE: Vietnam (185), Hungría (160), Costa Rica (139), Méxi-
co (109), República Checa (92), Filipinas (83), entre otros, generando entre 
545 mil a 6 millones de empleos directos cada una. En términos agregados, 
como se acotó antes, las ZEE generan más de 68 millones de empleos di-
rectos (World Bank, 2008).
Antecedentes de 
las zonas francas 
en El Salvador
Dicha iniciativa se concretó con la aprobación en 1974 de la Ley de Promo-
ción de Exportaciones, que dio paso a que el gobierno estableciera la pri-
mera zona franca industrial, en San Bartolo, Ilopango, donde en un primer 
momento se instalaron dos empresas exportadoras, pero en 1979 dicha 
zona albergaba a 14 empresas que generaron 4,200 empleos directos (Cal-
derón y Otros).
Las ZEE no serían un proyecto pionero en El Salvador, 
como zonas francas tienen su génesis en el Plan de 
Desarrollo Económico y Social 1973-1977, como parte 
de la política de promoción de las exportaciones y 
fomento a la industrialización, luego de la pérdida 
de dinamismo de la política de sustitución de 
importaciones, que derivó en que la economía 
salvadoreña se desacelerara y experimentara un 
aumento en las tasas de desempleo.
3
12 No obstante el relativo éxito inicial, el conflicto armado de los 80s impidió 
un mayor desarrollo de la política emprendida, obligando incluso al retiro 
de importantes empresas hacia otros países, no solo de la zona franca, sino 
también de todo el territorio, provocando una ruptura de las cadenas pro-
ductivas que sostenían la economía del país y el nivel de ingreso alcanzado, 
dando paso a lo que se llamó “la década pérdida3”.
En los años 90s, con la finalización del conflicto armado y en el marco del 
programa de reformas económicas estructurales, se relanzó la política de 
promoción de zonas francas, con la aprobación de la Ley del Régimen de 
Zonas Francas y Recintos Fiscales.
Un elemento importante de la nueva normativa era la eliminación del 
derecho exclusivo del Estado para el desarrollo de zonas francas, lo que 
permitió que la iniciativa privada desarrollara y administrara este tipo de 
proyectos. De acuerdo a Quintana y Otros (2002), en un primer momento, 
se construyeron zonas francas en zonas urbanas con altos índices de pobla-
ción ubicados dentro de un radio de 40 km. de San Salvador, así fue como 
entre 1990 y 1993 iniciaron operaciones las zonas francas El Progreso, San 
Marcos, Export Salva y El Pedregal; luego en 1996 se estableció American 
Park (Jenkins y Otros, 1998, citados en Pérez, 2013). En una segunda etapa 
se desarrollaron en el interior del país, aunque a la fecha, solo cinco depar-
tamentos han logrado concentrar la totalidad de los parques industriales 
existentes a 2018 (La Libertad, San Salvador, La Paz, Santa Ana, Usulután).
La ley aprobada en 1990 dio vida a una nueva figura: “recintos fiscales”, 
una especie de zonas francas individuales, que gozaban de los mismos be-
neficios fiscales que empresas usuarias de las zonas francas. Este tipo de 
entidades cobró relevancia rápidamente debido a la facilidad de adherir-
se al régimen de beneficios fiscales sin necesidad de instalarse dentro de 
una zona franca, lo que les permitía operar sin mayores controles adua-
neros, situación que se mantiene hoy en día –denominándose Depósitos 
de Perfeccionamiento Activo (DPA)–. Asimismo, en 2007, se aprobó la Ley 
de Servicios Internacionales (LSI), que amplió el régimen de beneficios a 
empresas telefónicas, outsourcing, logística, entre otros.
El número de empresas amparadas a los beneficios de las leyes acotadas 
fue en aumento hasta el año 2001, logrando generar alrededor de 90,000 
empleos, cuando, coincidiendo con la entrada de China a la OMC, la par-
ticipación de las exportaciones textiles salvadoreñas a Estados Unidos 
comenzó a decaer y con ello vino un declive en el número de empresas 
3.  La tasa de crecimiento promedio de los 80’s fue -1.9%, teniendo como años más críticos 1981 y 































































usuarias. Por si eso fuera poco, después de 2009, como consecuencia de 
los impactos de la crisis económica en Estados Unidos, se dio una nueva 
disminución gradual en el régimen, tanto que a junio de 2018, incluyendo 
los beneficiarios de la LSI, se registra un total de 262 empresas inscritas 
como beneficiarias de la ley, es decir, 121 empresas menos que en 2001, 
cuando se dio el “peak” del auge de las zonas francas en el país (Gráfico 1). 
Como consecuencia de la menor actividad productiva, el empleo también 
descendió –en 2017 se registraron 74,000 puestos de trabajo.
EMPRESAS EN ZONAS FRANCAS RECINTOS FISCALES (DPA's)
Fuente; elaboración propia con base a Pérez (2014) y Ministerio de Hacienda
Gráfico 1 Evolución de las zonas francas y recintos 























Como resultado, las exportaciones de maquila, pasaron de significar el 60% 
de las exportaciones totales en 2004, a un 19% en 2017 (Gráfico 2).
En cuanto a la actividad económica de las empresas beneficiarias del ré-
gimen de zonas francas, la industria predominante en El Salvador, dado el 
bajo nivel de capital humano, es la textil/confecciones, actividad en la que 
el país tiene fuertes ventajas comparativas,4 debido a lo cual concentra 
alrededor del 77% de las empresas acogidas al régimen. El resto pertene-
ce a la industria eléctrica/electrónica, alimentaria, plástico, agroindustria, 
comunicaciones y otras.
4.  Ventaja comparativa: es la capacidad de un país de producir bienes con un costo relativo menor 
que el resto del mundo. Esta capacidad le garantiza al país ser más competitivo que otros. 
14
Un aspecto importante de la evolución de la política de zonas francas, es 
el origen del capital, pues uno de los objetivos de la política siempre ha 
sido atraer inversión extranjera. Sin embargo, en los más de 40 años de 
existencia de las zonas francas en el país, en promedio, el 65% de las em-
presas acogidas al régimen han sido de capital salvadoreño, un 13% son 
de capital asiático, mientras que el restante 22% de empresas proviene 
de Estados Unidos, México, Centroamérica y otros países. Un aspecto im-
portante es que, según FUNDE (1997, citado en Pérez, 2014), las empresas 
salvadoreñas se concentran mayoritariamente en los DPA, mientras que las 
empresas usuarias de zonas francas están balanceadas entre nacionales y 
extranjeras. La razón de esta preferencia de las entidades domésticas po-
dría estar relacionada con las facilidades de los DPA para realizar prácticas 
de elusión fiscal.
Fuente; elaboración propia con datos del BCR
Gráfico 2 Exportaciones de maquila 1994-2017























































































































































El contexto de la 
formulación del 
proyecto de ZEE: 
aspectos geopolíticos
Otro cuestionamiento ha sido la no presentación de un plan de desarrollo 
para la región estipulada en el proyecto de ley para albergar la ZEE. Por el 
contrario, el proyecto de ley establece que 26 municipios de la zona orien-
tal del país serán designados como ZEE; pero no se ha divulgado si alguna 
entidad estatal, como el Ministerio de Economía (MINEC), ha hecho estu-
dios de factibilidad y viabilidad, en los que se revelen las características 
de los territorios considerados y si estos ofrecen los recursos y facilidades 
que se requieren para que una ZEE cumpla con los objetivos de dinamizar 
la economía de la zona, generar empleo y aumentar las exportaciones y el 
crecimiento económico. Bajo el amparo de la Ley de Acceso a la Informa-
ción Pública, algunas entidades han solicitado al gobierno estudios relacio-
nados al tema, pero lo que se ha elaborado es mínimo y no fundamentan 
el proyecto de ley.   
Aproximadamente un mes después de la presentación del proyecto de ley 
a la Asamblea Legislativa, El Salvador, haciendo uso de su soberanía, rom-
pió relaciones diplomáticas con Taiwán y las abrió con China. La ruptura 
con Taiwán fue abrupta y en términos no amistosos, significando la finali-
zación inmediata de todos los proyectos de cooperación existentes entre 
El Salvador y Taiwán. 
El cambio de preferencia en materia de política diplomática ha agrega-
do un elemento adicional a la discusión sobre la economía política de la 
La presentación a la Asamblea Legislativa del 
proyecto de Ley de Zonas Económicas Especiales 
(LZEE) tuvo lugar el 03 de julio de 2018, en un 
contexto de cuestionamientos al Órgano Ejecutivo 
por no haberlo sometido a una consulta pública o 
con gremiales empresariales y de trabajadores, 
así como con centros de investigación económica 











































aprobación de una ley de ZEE. El punto clave está en que, amparados a 
dicha ley, se permita a inversionistas de China establecerse en el país, 
convirtiéndolo en un polo de desarrollo productivo, lo que dependiendo 
de la articulación de recursos y factores puede ser positivo; sin embargo, 
existe duda respecto de la posibilidad de que el territorio salvadoreño 
sea utilizado por China para fines geoestratégicos, en especial en la dis-
puta por la hegemonía global con Estados Unidos. 
Al respecto, China, gracias al crecimiento explosivo de su economía, se ha 
convertido en una potencia económica, política y geoestratégica, lo que 
le ha posibilitado darse a la tarea de asentar importantes inversiones pro-
ductivas y financieras en distintos lugares del mundo –incluso en Estados 
Unidos y Europa–, adquirir propiedades estratégicas a lo largo de las rutas 
marítimas (Malaca, Sri Lanka, Medio Oriente, Sudamérica, Estados Unidos, 
Europa), reactivar la ruta de la seda, a brindar cooperación financiera al 
mundo subdesarrollado (África, Sudeste Asiático, América Latina). Al final, 
China tiene ya el poder suficiente para seducir a clásicos aliados de sus 
rivales, como ha sucedido recientemente con varios países de América La-
tina (Panamá, junio 2017; República Dominicana, abril 2018 y El Salvador, 
agosto 2018).
La geopolítica es la disciplina de las alianzas, debido a ello, por sobre la 
soberanía nacional, los países se mueven en torno a apoyos en el contexto 
global. Así pues, con el traslado de la embajada salvadoreña de Taipéi a 
Beijín, El Salvador se aleja de un aliado de Estados Unidos y se convierte en 
amigo de un rival directo de Estados Unidos. Este último país ve entonces 
como la expansión china y la conquista de sus históricos aliados naturales 
pueden significar una amenaza a su liderazgo geopolítico. Ante ello, Esta-
dos Unidos ha tomado medidas de represalia contra El Salvador, como el 
llamado a consultas a su embajadora en el país, lo que puede interpretarse 
como una reevaluación de las relaciones entre ambos países. En un esce-
nario extremo, Estados Unidos puede suspender la cooperación financiera 
a El Salvador, aplicar medidas arancelarias a importaciones salvadoreños o 









































Análisis técnico del 
proyecto de ley de 
ZEE
El proyecto de la LZEE está estructurado en seis títulos:
5
Título I: que establece el objeto y ámbito de aplicación de 
la ley
Título II: establece la declaración de la ZEE de la región sur 
oriental de El Salvador
Título III: dedicado al régimen especial aplicable a la  ZEE
Título IV: de las infracciones, sanciones  y recursos
Títulos V y VI: Disposiciones transitorias y finales
De acuerdo al Título I, el objeto de la LZEE es regular la creación, plani-
ficación, operación, desarrollo y sostenibilidad de la ZEE de la región sur 
oriental de El Salvador, con el propósito de generar condiciones favorables 
y seguridad jurídica a la inversión nacional y extranjera, que permita impul-
sar el crecimiento socioeconómico sostenible a través del empleo, la com-
petitividad, productividad, sostenibilidad ambiental, progreso tecnológico, 
contribuyendo a la reducción de la pobreza.
Estos objetivos son válidos, toda vez que es obligación del Estado velar por 
el desarrollo económico y por el bienestar de la población. Sin embargo, 
concretarlos es una tarea compleja que implica la puesta en marcha de un 
plan de desarrollo de largo plazo, en el que se comprendan estrategias y 
decisiones de política que aborden todas las aristas del desarrollo: el nivel 
microeconómico, el entorno macroeconómico, la dimensión medioam-
biental, la institucionalidad y la viabilidad política. 
La estructura acotada es similar a la Ley de Zonas Francas Industriales y 
de Comercialización (LZF), sin embargo, la nueva ley introduce nuevos ele-
mentos que no tienen precedentes en la legislación vigente y que, si bien 
son propias de las ZEE, le dan al nuevo proyecto un matiz distinto a las 
normas vigentes.
18 En primer lugar, el área de influencia (alcance) de la ley, que está constitui-
da por las áreas urbanas y rurales de los 26 municipios designados como 
ZEE, es decir, 3,178.5 Km2. Esto significa que el 15.1% del territorio nacio-
nal pasaría a convertirse en una zona libre de impuestos, de restricciones 
aduaneras, migratorias, etc., que tendría repercusiones en la recaudación 
tributaria, como se verá más adelante. Pero también, tomando en cuenta 
otras experiencias en el mundo, puede darse una revitalización productiva 
de la región, pero esto es posible, como se acotó, solo si se ejecuta un plan 
de desarrollo de largo plazo.
La LZEE crea una estructura organizativa para administrar la ZEE, en la que 
surgen nuevas entidades gubernamentales, aunque con alguna participa-
ción privada (en el Consejo Directivo). 
- Consejo Directivo: se constituye en el ente rector del régimen y tiene 
como atribuciones, la aprobación de planes de negocios, la imple-
mentación de políticas públicas vinculadas a la ZEE, identificación de 
financiamiento para la ejecución de políticas, etc. Está conformado 
por el Ministro de Economía, Hacienda, Obras Públicas, Medio Am-
biente, Secretaría Técnica de la Presidencia, Presidente de PROESA, 
dos alcaldes municipales, un desarrollador y un operador económico 
de la ZEE. 
- Secretaría Ejecutiva: es el ente administrativo y le corresponde ejer-
cerla al Ministerio de Economía.
- Comité Técnico Multidisciplinario: convocados por la Secretaría Ejecu-
tiva, para atender analizar y evaluar planes de negocios, formulación 
de políticas públicas, entre otros.
La estructura propuesta está en congruencia con la experiencia interna-
cional, donde el Estado asume el mayor protagonismo para crear las con-
diciones necesarias para garantizar un ambiente de negocios favorable a 
los inversionistas. Especial atención merece el Consejo Directivo, que tiene 
atribuciones de gobierno, lo que es posible por estar constituido por los 
titulares de los principales ministerios del área económica, más otros tres 
altos funcionarios públicos, por lo que, aunque se tenga participación pri-
vada, la proporción de los votos siempre será favorable al Estado, con lo 
que, en teoría, se garantiza el interés público.
Actividades económicas
El proyecto de LZEE define un listado amplio y general de actividades eco-
nómicas que podrán ampararse a los beneficios de la ley. En este ámbito, 
la LZEE va mucho más allá del alcance de la LZF e incluso rubros prohibidos 
por esta última serán permitidos en el nuevo régimen (gas natural, petró-
leo y derivados, cemento, azúcar, alcohol, sacos y costales). Únicamente la 
































































gía eléctrica a base de combustibles fósiles, armas y explosivos, bienes de 
la canasta básica, elementos radioactivos, actividades prohibidas por la 
Constitución y otras leyes. 
De lo anterior surgen dos temas a los que se debe poner atención: en pri-
mer lugar, el permitir la realización de algunas de las actividades prohibi-
das por la LZF, podría derivar en la depredación y contaminación del medio 
ambiente. Además, podría afirmarse que al permitirse cualquier actividad 
económica, toda nueva empresa que sea fundada en los municipios de la 
ZEE tendrá exenciones fiscales de manera perpetua.
  
Desarrolladores y operadores económicos autorizados
La LZEE establece que, para ser desarrollador, se debe realizar una inver-
sión de al menos US$20 millones. Del monto invertido, el desarrollador 
debe destinar el 3% a obras en los municipios donde se localicen las obras 
y pagar el 1% en concepto de “derecho de admisión” a la Secretaría Eje-
cutiva.
En el caso de los operadores económicos, se exige una inversión de US$5 
millones o la generación de al menos 200 empleos directos, el 3% de la 
inversión para obras en los municipios y el pago anual de 1% de los activos 
de la empresa en concepto de derecho de admisión.
El piso de inversión o de empleo requerido tiene como finalidad atraer em-
presas grandes y con una gran capacidad financiera; por tanto, la mediana 
y pequeña empresa está totalmente excluida de la posibilidad de amparar-
se a los beneficios de la ley. 
Sin embargo, no obstante el tamaño de la empresa, el proyecto de ley 
inhabilita a algunas personas para optar a ser desarrollador u operador 
económico:
- Quienes hayan gozado de incentivos a las inversiones en los últimos 
cinco años
- Accionistas, representantes, administradores únicos y directivos de 
un contribuyente no deben tener obligaciones tributarias o aduane-
ras pendientes de cumplir
- Quienes hayan operado en El Salvador y hayan declarado el ISR
- Empresas que sean resultado de fusiones, transformaciones o adqui-
siciones que antes  hayan declarado el ISR
- Quienes gocen de beneficios en otros regímenes especiales.
El propósito de las restricciones es evitar erosionar la base tributaria del 
país y es una disposición similar a la que se encuentra en la LZF y LSI. La 
idea es generar nuevas unidades productivas y no otorgar incentivos fisca-
20 les a empresas ya existentes. Sin embargo, en la práctica se puede generar 
una situación incontrolable, pues en un mismo municipio habrá empresas 
con beneficios y otras que no los tienen, lo que puede derivar en dificulta-
des para el control por parte de la administración tributaria y aduanera. En 
otros países donde se constituyen ZEE, todo el municipio, zona o región es 
declarado libre de impuestos.
La calificación del desarrollador pasa por la presentación de un plan de 
negocios al Ministerio de Economía (MINEC), documentos probatorios del 
origen de los recursos, entre otros.
El proceso de calificación incluye la participación del Ministerio de Hacien-
da (MH), en la emisión de una opinión técnica respecto de la situación 
tributaria del solicitante, socios, accionistas e inversionistas y sobre los in-
centivos fiscales solicitados. Dicha opinión se relacionaría en el dictamen 
técnico a ser presentado al Consejo Directivo, para que éste decida si se 
aprueba o deniega la calificación. De no emitir el MH la opinión técnica en 
un plazo de 30 días hábiles, el MINEC lo omitirá del dictamen técnico.
Respecto de esta última disposición, es de considerar que el MH debería 
tener la potestad para autorizar los incentivos fiscales, no solo una opi-
nión técnica respecto del estado tributario de los solicitantes. Además, en 
este caso, el silencio administrativo deriva en un perjuicio del interés fiscal, 
pues en aras de que transcurran los 30 días hábiles y que el MH no presen-
te su opinión al MINEC en plazo, los solicitantes o sus representantes bien 
podrían retrasar la entrega de documentación requerida por el MH y así 
éste no cuente con la información suficiente para emitir su opinión de ma-
nera oportuna. Este análisis aplica también para el proceso de calificación 
de los operadores económicos.
Incentivos fiscales
La LZEE le otorga incentivos fiscales al desarrollador y al operador econó-
mico:
Al desarrollador durante el proceso de inicio de operaciones:
- Exención del Impuesto a la transferencia de bienes raíces (TBR) por la 
adquisición de inmuebles para el proyecto
- Exención del IVA (o tasa 0%) por los servicios profesionales y de con-
sultoría que requiera durante el proceso de inicio de operaciones.
En este caso, en el segundo punto, el proyecto tiene una inconsistencia, 
pues por la naturaleza del IVA, un bien o servicio puede ser exento (la ley lo 
exime del impuesto) o estar gravado a tasa 0% (es un bien o servicio grava-
































































Al desarrollador y operador económico en el desarrollo de sus operacio-
nes, al igual que en la LZF, se eximen, de manera perpetua, del pago de:
- Impuestos a la importación (derechos arancelarios, IVA, impuestos 
específicos) por las compras de maquinaria y equipo, materias pri-
mas, insumos, partes, combustibles y lubricantes, etc.
- TBR por la compra de inmuebles necesarios para la actividad autori-
zada
- Compras con IVA tasa 0% (implica el reintegro del crédito fiscal a los 
contribuyentes que les realicen las ventas).
- Impuestos municipales: exención total por 25 años, 70% por los si-
guientes 5 años y 50% en adelante.
- ISR: para los desarrolladores, exención total por 25 años, 70% por los 
siguientes 5 años y 50% en adelante. Los operadores económicos ten-
drán 100% de exención del ISR de manera perpetua.
- Impuesto a los dividendos: durante 12 años y 3 años adicionales para 
los operadores económicos. 
Al analizar el paquete de incentivos fiscales, puede observarse que estos 
van más allá de los contenidos en la LZF y la LSI. En estas leyes, la exención 
del ISR e impuestos municipales a los desarrolladores es por un máximo 
de 20 años; mientras que en las empresas usuarias, la exención del ISR 
es de un máximo de 45 años (100% por 20 años, 60% por 10 años y 40% 
por 10 años). Por el contrario, la LZEE otorgaría exención de por vida a los 
desarrolladores (aunque parcial a partir del año 26) y 100% de por vida a 
los operadores económicos. 
Esta política de gasto tributario tendría una gran repercusión en las finan-
zas públicas. Sin embargo, si los proyectos y actividades amparadas son de 
alto valor agregado para la economía nacional, la efectividad de los incen-
tivos sería positiva y se justificarían.
A la potencial pérdida de recaudación por los beneficios a las empresas 
amparadas al régimen deben agregarse pérdidas adicionales derivadas de 
una menor eficiencia recaudatoria. Esto debido a la presencia e interacción 
en una misma zona de contribuyentes generales y sujetos beneficiados con 
la LZEE. El riesgo es la realización de prácticas de elusión y evasión, fenó-
menos complejos para su identificación y control por parte de la adminis-
tración tributaria. 
Lo anterior se extiende a la dificultad que tendrá la administración aduane-
ra para controlar el destino de los bienes importados bajo régimen libera-
torio, pues se trataría de zonas abiertas. Esta situación está relativamente 
controlada en las zonas francas ya existentes, al ser recintos cerrados que 
22 cuentan con una delegación aduanera que da fe de la entrada y salida de 
los bienes. No sucede lo mismo en los DPA.
Es importante destacar, que respecto de la exención del ISR, se presen-
ta una posible violación al Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Com-
pensatorias (ASMC). Dicho instrumento prohíbe las subvenciones a las 
exportaciones, sean estas de jure o de facto. En este ámbito, El Salvador se 
comprometió a desmontar los programas de subvenciones en 2015, pero 
en la reforma de la LZF en 2013, se recurrió a ficciones legales para obviar 
el ASMC, como la modificación de diferentes definiciones de las versiones 
anteriores de la ley para desvincular los incentivos a las exportaciones. A 
pesar del texto legal, las actividades en las zonas francas siguieron igual, 
destinando casi la totalidad de su producción a la exportación.
En el caso de la LZEE, no se vincula expresamente la exención del ISR a las 
exportaciones, pero en el artículo 40, inciso último del proyecto de ley se 
establece que los beneficiarios podrán ser autorizados por el MINEC para 
vender al mercado nacional los desechos, desperdicios, subproductos y 
productos defectuosos. Esto podría significar que la producción primaria 
será destinada a la exportación, pues no se menciona que será destinada 
al mercado doméstico. En este caso se estará en la misma situación de la 
LZF. Al final, la Organización Mundial de Comercio (OMC) podría imponer 
sanciones al país, aunque esto solo en la medida que El Salvador sea de-
nunciado por otro país.
Otros incentivos a la inversión
La ley comprende otros beneficios que resultan lógicos para un proyecto 
de LZEE: régimen migratorio especial (preferencial), otorgamiento de visa 
de inversión, permisos especiales de ingreso y residencia temporal en el 
país.
Legislación laboral
Una característica de algunas ZEE en el mundo es la autonomía otorgada 
por el Estado para definir su propio marco normativo, incluyendo el ám-
bito laboral.  En el caso de El Salvador, el proyecto de LZEE no otorga tal 
facultad, por el contrario, establece que deben cumplirse las disposiciones 
del Código de Trabajo, excepto en el caso de los salarios devengados por el 
personal extranjero. 
Cambio de régimen para beneficiarios de leyes de incentivos anteriores
Un elemento importante a considerar es que a pesar de que la ley excluye 
a personas que estén gozando de beneficios amparadas a otras leyes, se 
permitiría que desarrolladores de zonas francas o parques de servicio que 
estén ubicados en la ZEE puedan cambiar de régimen con solo haber inver-
































































De igual forma, empresas usuarias de las ZF y parques de servicio, DPA, 
centros de servicio, beneficiarios de la Ley de Turismo, o Ley de Incentivos 
Fiscales para el Fomento de las Energías Renovables, que estén ubicados 
dentro de la ZEE, podrán integrarse al nuevo régimen. 
En estos casos, se cuestiona el hecho de que estas empresas ampliarán 
de manera indefinida su plazo para el goce de las exenciones fiscales, au-
mentando el perjuicio a las finanzas públicas. En el siguiente apartado se 
presenta una simulación de los efectos de estos cambios de régimen. 
Análisis económico y 
tributario
Impacto económico
Como ya se acotó, ha quedado demostrado en distintas experiencias en 
el mundo, que las ZEE han sido la clave para el despegue de diversos paí-
ses antes pobres y que luego de varios años son hoy en día economías 
emergentes o desarrolladas. Pero también es cierto que el éxito no está 
asegurado per se. Por ejemplo, diversos estudios muestran que el éxito 
de las ZEE en los países del sudeste asiático se debe a su ubicación en zo-
nas de conectividad primaria, como áreas metropolitanas, puertos, áreas 
fronterizas y en intersecciones o cruces. Además, por el acceso a mano de 
obra relativamente fácil (densidad poblacional alta); desarrollo de infraes-
tructura para el desarrollo productivo (puertos, aeropuertos, carreteras e 
infraestructura de servicios de calidad en electricidad, agua y telecomuni-
caciones (Ishida, 2009, citado en Arias, 2016).
Considerando lo anterior y, siendo objetivos, El Salvador no cuenta todos 
los elementos mencionados. En primer lugar, la zona designada como ZEE 
tiene un déficit marcado en infraestructura productiva: no se cuenta con 
carreteras primarias, a excepción de la Carretera del Litoral (CA2), que a 
pesar de contar solo con dos carriles, está relativamente en buen estado 
y pasa cerca de la mayoría de municipios, pero los accesos a éstos son 
vías secundarias, terciarias o incluso rurales, lo que implica que para la ins-
talación de un complejo industrial se debe construir los accesos idóneos, 
significando una gran inversión. Solo se cuenta con un puerto cercano: La 
Unión, cuya reactivación es imprescindible para los fines de las LZEE, pero 
que de igual forma, implica destinar importantes recursos para habilitarlo 
a los requerimientos de una ZEE dinámica. El otro puerto del país, Acajutla, 
6
24 está a una distancia de entre 200 y 300 kilómetros, lo que incrementa los 
costos. Se tiene una aceptable disponibilidad de servicios de electricidad, 
agua y telecomunicaciones, aunque se requeriría de mejoras sustanciales 
para cubrir la demanda de una zona empresarial de gran envergadura. 
En cuanto a la mano de obra, la zona oriental tiene una población de 1.35 
millones de habitantes, de los cuales, el 38% reside en los municipios parte 
de la ZEE (512,400) y el 57% está en edad de trabajar (292,000). Esto signi-
fica que el acceso a la mano de obra sería relativamente fácil, aunque, de 
acuerdo a indicadores del Ministerio de Educación, la cualificación es baja, 
lo que podría suponer problemas para las empresas internacionales y los 
motivaría a traer trabajadores del extranjero para cubrir la demanda, lo 
que significa pagar salarios más altos. 
Un aspecto más a tener en cuenta es la seguridad física en la zona de ZEE, 
pues la mayoría de los municipios considerados tiene problemas en ese 
ámbito. La garantía de las inversiones se convertiría en un desafío mayús-
culo para las autoridades del área de seguridad y justicia.
Como puede observarse, son muchas dificultades las que surgen a la hora 
de evaluar las condiciones de base para crear un ambiente de negocios 
propicio para la atracción de inversión extranjera y doméstica. En un país 
como El Salvador y, particularmente en la zona oriental, un proyecto como 
el propuesto puede contribuir a la mejora de la competitividad de la región 
y del país, y, con ello la calidad de vida; pero, se requiere de la puesta en 
marcha de un plan de desarrollo de largo plazo, en el que se comprendan 
estrategias y decisiones de política que aborden todas las aristas del desa-
rrollo: el nivel microeconómico, el entorno macroeconómico, la dimensión 
medioambiental, la institucionalidad y la viabilidad política. Lo más impor-
tante es que un plan como éste implica un incremento sustancial en la 
inversión pública en infraestructura, conectividad, educación, formación 
profesional, salud, seguridad, entre otros.   
Ahora bien, el comercio internacional funciona con base a ventajas com-
parativas y competitivas. Es decir, por la capacidad de un país de producir 
bienes con un costo relativo menor que el resto del mundo. Esta capaci-
dad le garantiza al país ser más competitivo que otros. Para lograr tales 
ventajas, los inversionistas localizan sus centros de producción en luga-
res estratégicos que les permitan reducir sus costos y tiempos, además 
de producir bienes y servicios de la más alta calidad. En esta lógica, El 
Salvador no ofrece mayores ventajas a los inversionistas y mientras no se 
generen las condiciones propicias acotadas, en Centroamérica hay otros 
países que ofrecen más ventajas: Panamá, por la facilidad que ofrece el 



























































Respecto de lo anterior, en 2018 El Salvador se encuentra en la posición 
109 del Global Competitiveness Index (GCI), ranking elaborado por el 
World Economic Forum, que evalúa la competitividad de los países con 
base a la ponderación de 12 pilares relacionados con el desempeño eco-
nómico, social, político, seguridad, eficiencia de los mercados, innovación, 
sofisticación de negocios, entre otros. Por el contrario, Costa Rica ocupa la 
posición 47 y Panamá la 50 de 138 países. Sin embargo, vale destacar que 
en el IGC 2007-2008, El Salvador ocupó la posición 61 de 125 países, pero 
debido a un deterioro continuado en la mayoría de pilares, se llegó a la 
posición actual.
A raíz de la apertura de relaciones diplomáticas con China, merece la pena 
examinar la posibilidad de mejorar la posición salvadoreña en la balanza 
comercial con dicho país. De hecho, una de las estrategias que pueden 
haber motivado el cambio de socio diplomático es aprovechar el poten-
cial comercial de China y sus 1,400 millones de habitantes versus los 24 
millones de Taiwán, pero El Salvador ya tiene comercio, con ambos países 
desde hace más de 20 años, a pesar de no tener relaciones diplomáticas 
con China.
Pero, al analizar la relación de comercio El Salvador-Taiwán y El Salvador-
China, se observa un alto saldo deficitario. En el caso de Taiwán, en los 
últimos 15 años se ha importado un promedio de US$111 millones anuales 
(1.4% de las importaciones totales). En su mayoría El Salvador importa bie-
nes manufacturados de plástico, máquinas, equipos eléctricos y electróni-
cos, vehículos, entre otros. Por su parte, las exportaciones solo ascienden 
a un promedio de US$16 millones anuales, siendo Taiwán el 9° socio co-
mercial del país. 
De igual forma, de China se ha importado un promedio de US$736 millo-
nes por año (13.7% del total), en los que destacan las artículos eléctricos y 
electrónicos, máquinas, vehículos, plásticos, juguetes, calzado, entre otros. 
Al mismo tiempo, el Salvador le vende bienes a China por apenas US$8.5 
millones anuales, en promedio, constituyéndose China en el 11° socio co-
mercial del país.
Sin embargo, hay que destacar que en los últimos años, las exportaciones 
han aumentado considerablemente (hasta US$47 millones a Taiwán, en 
2017, y US$87 millones a China, de enero a julio de 2018), lo que se explica 
por las ventas de azúcar, producto que se ha convertido en el principal 
ítem de la canasta exportadora a ambos países (85% del total exportado a 
Taiwán y 90% de lo enviado a China – Gráfico 3). Es de destacar que para 
2018 se ha dado una disminución de los envíos de azúcar a Taiwán, al mis-
mo tiempo que se aumentaron los envíos a China, por lo que se está ante 
una “sustitución de mercados”. Esto significa que, en términos absolutos, 
26 no existen mayores posibilidades de aumentar las exportaciones de azúcar 
del país. A esto se suman los compromisos de China de comprar azúcar 
a otros socios comerciales en el mundo, como Brasil, Tailandia, Australia, 













































































Azúcar a Taiwan Total a Taiwan
Azúcar a China Total a China
Más allá del azúcar es poco probable que El Salvador pueda comercializar 
otros bienes en el mercado chino, pues la oferta interna –en China– de bie-
nes de consumo (rubro en el que El Salvador tiene alguna ventaja compara-
tiva) es suficiente para cubrir su propia demanda; aunque importa algunos 
alimentos (carne, productos del mar, cereales, frutas, bebidas, lácteos), 
pero estos están entre las posiciones 25 y 50 de los bienes importados. 
Por el contrario, China importa  materias primas (hidrocarburos, minerales, 
químicos, maquinaria, tecnología, vehículos, aeronaves, etc.). En ambos 
casos (alimentos, materias primas), que son bienes que no produce El Sal-
vador o lo hace en pequeñas cantidades, que no serían de interés para el 
mercado chino.
Impacto tributario
Como toda política de incentivos fiscales, la instalación de la ZEE tendría un 









































el régimen de zonas francas, que en 2012, según Pérez (2014), reportaba un 
sacrificio fiscal en el impuesto sobre la renta y el IVA doméstico (ingresos no 
percibidos) por US$181.2 millones (0.76% del PIB), valor que habría baja-
do moderadamente en los últimos años, hasta US$143.3 millones en 2017, 
pues el desempeño de las zonas francas se ha mantenido relativamente 
estancado (exportaciones en torno a los US$1,100 millones anuales).
De concretarse la ZEE, dependiendo de la cantidad de operadores econó-
micos beneficiados, el Estado dejaría de percibir importantes recursos. 
Pero, mientras no se tengan proyectos específicos de desarrollos y de ope-
radores económicos, no es posible estimar el impacto real en las arcas del 
Estado; pero, si se hace una aproximación a una operación agregada que 
reporte exportaciones por US$1,100 millones, al igual que las zonas fran-
cas, y mantuvieran las ventas al mercado local, el gasto tributario en ISR e 
IVA sería, entonces, de alrededor de US$143 millones (0.58% del PIB).
Pero dicho importe no sería la única afectación de la recaudación. Como se 
acotó antes, la presencia de empresas amparadas al régimen en un munici-
pio, generaría una vía adicional de pérdida de recaudación: la probable elu-
sión derivada de la percepción de trato desigual por parte de los contribu-
yentes locales. Aunque, en este caso, la pérdida es menos relevante debido 
al bajo nivel de recaudación en los departamentos de la zona oriental. 
De acuerdo a las estadísticas del Ministerio de Hacienda, en 2017, los cuatro 
departamentos orientales (San Miguel, Usulután, La Unión y Morazán) regis-
traron una recaudación en IVA doméstico e ISR total por US$96.8 millones. 
Entonces, considerando que la mayoría de los municipios de la ZEE se en-
cuentran en Usulután y La Unión, podría perderse hasta un 50% de lo recau-
dado en ambos conceptos; mientras que en San Miguel y Morazán, se puede 
perder hasta un 25%. Con estos supuestos, la pérdida por elusión y evasión 
de contribuyentes ya existentes podría llegar a US$31.2 millones (Tabla 1).
Fuente; elaboración propia con datos del Ministerio de Hacienda
Tabla 1 Simulación de pérdida de recaudación por 
elusión y evasión de contribuyentes existentes











Usulután 12.1 4.9 17.0 50% 8.5
San Miguel 44.5 24.3 68.8 25% 17.2
La Unión 8.1 2.9 11.0 50% 5.5
Morazán 4.8 1.2 6.0 25% 1.5



















Al consolidar ambos conceptos, el impacto total aproximado de la ZEE as-
cendería, en los primeros años, a US$174.5 millones (0.70% del PIB), solo 
en concepto de ISR e IVA. Al considerar el resto de exenciones tributarias 
(ISR a los dividendos, impuesto a la transferencia de bienes inmuebles, im-
puestos municipales), la renuncia fiscal aumenta moderadamente.
Un detalle importante en la eventual instalación de empresas extranjeras 
en la ZEE es la declaratoria de inconstitucionalidad5 –por vicios de forma– 
de la reforma al Código Tributario que permitió la aplicabilidad en el país 
de la directiva de precios de transferencia de la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económico (OCDE). Con ello, el país estaba dando 
un salto de calidad hacia el control de dichas prácticas fraudulentas; pero 
con la eliminación de dicha norma, la legislación nacional no tiene los su-
ficientes instrumentos técnicos y legales para enfrentar posibles casos de 
aprovechamiento de los precios entre partes relacionadas, algo altamente 
probable en un esquema de incentivos fiscales. 
Un último aspecto es que la LZEE contempla el traslado de empresas que 
actualmente están amparadas a otras leyes de incentivos tributarios al 
nuevo régimen. En este caso no habría diferencia en el corto plazo, pues 
en la mayoría de los casos, estas empresas tienen una exención del ISR del 
100%, pero en los regímenes anteriores, e la LZF, por ejemplo, la exención 
del ISR tiene una gradualidad decreciente hasta los 45 años (100% hasta el 
año 20, 60% hasta el año 35 y 40% de exención hasta el año 45). A partir 
del año 46, las empresas usuarias deben pagar la totalidad del ISR. Por el 
contrario, la LZEE garantiza la exención del 100% del ISR a los operadores 
económicos (empresas usuarias) de manera indefinida; por lo que el tras-
lado al nuevo régimen podría convertirse en una estrategia para perpetuar 
los beneficios tributarios.
5.  Fallo de la Sala de lo Constitucional, del 28 de mayo de 2018.
Fuente; elaboración propia.
** Tasa ISR: 30%, plazo de análisis: 46 años.
Tabla 2 Simulación exención de exención ISR a 
empresas ZEE y ZF en un plazo de 46 años








Empresa ZF 10.0 99.0 39.0 71.7%









































Una simulación comparada del cumplimiento tributario de empresas de 
ambos regímenes se muestra en la Tabla 2. Una empresa instalada en una 
zona franca comienza a pagar ISR en el año 21 y, al extender el análisis a 
46 años, dicha empresa habrá pagado el 28.3% del impuesto potencial, 
mientras que una empresa de similar desempeño pero ubicada en la ZEE, 
se le habrá eximido el 100% del impuesto potencial.
conclusiones
Especial atención merecen los países de Asia Oriental, que luego de inten-
sos conflictos geopolíticos a mediados del siglo pasado, quedando algunos 
devastados, lograron plantear los desafíos correctos, trazaron los progra-
mas acertados, se esforzaron por seguirlos con disciplina y hoy en día, son 
países que han aumentado sustancialmente su renta per cápita y la calidad 
de vida de la población ha mejorado considerablemente. 
En Asia destaca China, país con una economía centralizada, cuyo gobierno, 
luego de tres décadas de vivir en una intensa pobreza, se propuso darle 
a su población la oportunidad de tener un mejor nivel de vida. En este 
esfuerzo, las ZEE fueron la punta de lanza, lo que significó abrir sus mentes 
hacia la economía de mercado, pero también enfocando sus esfuerzos a la 
formación de un cada vez más especializado capital humano, invirtiendo 
en infraestructura, tecnología, sofisticación de sus negocios, etc. Todo ello 
circunscrito en un plan de largo plazo, en el que el Estado se involucró di-
rectamente para asegurar la transparencia, el éxito y el logro de las metas 
trazadas: aumento de la renta per cápita y erradicación de la pobreza.
En el caso de El Salvador, las ZEE no es algo nuevo, las zonas francas fueron 
introducidas al país desde principios de los 70s, aunque en dicha oportuni-
dad el conflicto de los 80s impidió que el programa fuera sostenible. Luego, 
a partir de los 90s, comenzó otra etapa intensiva de instalación de zonas 
francas, hasta que desde 2001 comenzaran a perder protagonismo en las 
exportaciones del país. 
El problema de las zonas francas en El Salvador es que el valor agregado 
generado es bajo comparado con la experiencia de otros países, México 
por ejemplo, donde gradualmente se fue ascendiendo en la escala de 
Las zonas económicas especiales han significado 
el punto de partida para el despegue económico y 









industrialización, hasta llegar a producir bienes de capital y tecnológi-
cos. Por su parte, las zonas francas de El Salvador se especializaron en 
producir bienes de baja tecnología, mayoritariamente textiles, cartón, 
madera, plástico. En consecuencia, la mano de obra requerida siempre 
ha sido de una mínima cualificación, lo que implica, por ende, bajos sa-
larios. Así fue desde el principio y salvo algunos casos puntuales, no se 
avanzó en la sofisticación de la producción, mientras la población que ha 
laborado en las zonas francas continúa en la pobreza, fenómeno que se 
va trasladando de generación en generación, pues no se les da la opor-
tunidad de cualificarse y obtener mayores ingresos.
Con el proyecto de ZEE, El Salvador busca emular la experiencia de los paí-
ses asiáticos, en especial China, pero para que una ZEE sea el eje de un 
nuevo modelo de desarrollo requiere de un conjunto de factores previos: 
infraestructura, servicios de calidad, capital humano, institucionalidad, 
seguridad física, viabilidad política, transparencia, y sobre todo, la formu-
lación de un plan de nación, de largo plazo, que comprenda la decisión y 
compromiso del Estado de invertir importantes recursos en dotar a la zona 
geográfica seleccionada de los elementos suficientes para propiciar un cli-
ma de negocios idóneo y atractivo para la inversión nacional y extranjera, 
posibilitando desencadenar una nueva cultura industrial y de servicios de 
calidad mundial.
Luego del análisis hecho se puede afirmar que El Salvador no cuenta ac-
tualmente con las condiciones suficientes para que la ZEE sea exitosa. A la 
falta de infraestructura, tecnología y capital humano se suma la inseguri-
dad física y una institucionalidad no confiable y poco eficiente. Al ponderar 
todos los factores, se concluye que para la inversión extranjera no es venta-
joso operar en El Salvador, a menos que se den los mensajes correctos, que 
se logre imprimir credibilidad en dichos mensajes y que el Estado formule 
un plan de desarrollo de la política y destine los recursos necesarios para 
crear las condiciones acotadas.
Respecto del contenido del proyecto de LZEE, la institucionalidad propues-
ta es válida en un régimen de ZEE, sin embargo, en algún momento se resta 
potestad al Ministerio de Hacienda, al privarlo de una facultad propia de 
dicha cartera: el manejo de la política fiscal. Por otro lado, la magnitud de 
los pisos de inversión y empleo (de desarrolladores y operadores económi-
cos), si bien persiguen atraer grandes proyectos industriales, discriminan 
contra la mediana y pequeña empresa salvadoreña. Al mismo tiempo, al 
otorgar incentivos fiscales a nuevas empresas, se generaría una percepción 
de trato desigual en las empresas ya existentes, lo que puede derivar en un 









































Los incentivos tributarios contemplados generarán un impacto considera-
ble en las finanzas públicas. Si bien no se cuenta aún de proyectos concre-
tos para medir dicho impacto, una aproximación de producción y exporta-
ciones similar a las de las zonas francas, puede derivar en una renuncia de 
ingresos de al menos 0.7% del PIB. 
Las ZEE también consideran el posible traslado de empresas amparadas 
en otros regímenes de incentivos al nuevo sistema. De hacerlo, se estarán 
perpetuando exenciones tributarias, que en las leyes anteriores tienen un 
horizonte finito. 
La característica anterior va en contra de la teoría de los beneficios tri-
butarios y de las mejores prácticas, que dicen que para dar un incentivo 
tributario se deben cumplir tres condiciones: otorgarlos solo a la industria 
naciente, de manera temporal y en forma decreciente.
Al final, la ZEE puede ser el cimiento de un nuevo modelo de desarrollo, 
pero El Salvador debe mejorar sus condiciones base antes de confiar en 
que un proyecto de ZEE pueda ser exitoso.
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Continúa en siguiente página
Anexo 1 Evolución de las ZEE en el mundo
Regiones Fechas de establecimiento























































































Regiones Fechas de establecimiento
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Anexo 2 Municipios designados como ZEE
Municipios Área (KM2) Población (2007)
California 24.41 2,628





Puerto El Triunfo 168.68 16,584
San Agustín 103.44 6,518
San Dionisio 114.95 4,945
San Francisco Javier 45.32 5,409
Santa Elena 54.92 17,342




El Tránsito 74.58 18,363
San Jorge 37.72 9,115
San Rafael Oriente 45.02 13,290
Conchagua 200.64 37,362
El Carmen 105.38 12,324
Intipucá 94.49 7,567
Meanguera del Golfo 25.13 2,398
La Unión 144.43 34,045
Pasaquina 295.28 16,375
Santa Rosa de Lima 128.56 27,693
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